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          COMUNICADO No. 02
               Enero 28 y 29 de 2014

 


El no aporte en la demanda de los elementos necesarios para configurar un cargo de inconstitucionalidad por omisión legislativa relativa, no permitió a la Corte proferir una sentencia de fondo    
	 III.  EXPEDIENTE D-9762    -   SENTENCIA C-031/14  (Enero 29)
         M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo




1.
Norma acusada
LEY 1123 DE 2007

(Enero 22)

Por la cual se establece el Código Disciplinario del Abogado 

Artículo 65. INTERVINIENTES. Podrán intervenir en la actuación disciplinaria el investigado, su defensor y el defensor suplente cuando sea necesario; el Ministerio Público podrá hacerlo en cumplimiento de sus funciones constitucionales.

Artículo 66. FACULTADES. Los intervinientes se encuentran facultados para:

1. Solicitar, aportar, controvertir pruebas e intervenir en su práctica.

2. Interponer los recursos de ley.
3. Presentar las solicitudes que consideren necesarias para garantizar la legalidad de la actuación disciplinaria y el cumplimiento de sus fines, y 

4. Obtener copias de la actuación, salvo que por mandato constitucional o legal estas tengan carácter reservado.

PARÁGRAFO.- El quejoso solamente podrá concurrir al disciplinario para la formulación y ampliación de la queja bajo la gravedad del juramento, aporte de pruebas e impugnación de las decisiones que pongan fin a la actuación distintas de la sentencia. Para este efecto podrá conocerlas en la Secretaría de la Sala respectiva. 
2.
Decisión 
INHIBIRSE de emitir un pronunciamiento de fondo acerca de la constitucionalidad del artículo 65 y el parágrafo del artículo 66 de la Ley 1123 de 2007, por los cargos examinados. 

3.
Síntesis de los fundamentos 

La Corte constató que en el presente caso, no se cumplían en debida forma los requisitos de especificidad, certeza y claridad del cargo de inconstitucionalidad por omisión legislativa relativa. En efecto, el actor no aporta las razones por las cuales el legislador debía incluir al quejoso entre los intervinientes en el proceso disciplinario y otorgarle las mismas facultades. Tampoco, expone los argumentos por los que el tratamiento diferente previsto en las normas acusadas lleva consigo la infracción de un deber constitucional específico a cargo del legislador, que le imponga un trato equivalente de interviniente al quejoso dentro del proceso disciplinario. 

En efecto, el demandante se limita a narrar las circunstancias de un caso concreto en que actuó como quejoso en un proceso disciplinario contra dos abogados, en el cual tuvo que sujetarse a las limitaciones procesales previstas en la Ley 1123 de 2007. La Corte advirtió que, si como lo ha establecido la jurisprudencia constitucional, la exclusión del quejoso de los intervinientes en el proceso disciplinario se explica porque la finalidad principal del mismo es la de determinar la infracción de los deberes profesionales o de los deberes de los servidores públicos y no la de garantizar los derechos de los quejosos, tendría que indicarse en la demanda cuál es el mandato constitucional que obligaría al legislador a asimilar el quejoso a los demás sujetos que intervienen en el proceso disciplinario.

Dadas estas circunstancias, lo procedente en este caso, era inhibirse de emitir una decisión de fondo ante la ausencia de cargos formulados en debida forma.

4.
Salvamento y aclaraciones de voto      

El magistrado Luis Guillermo Guerrero Pérez salvó el voto, por cuanto en su concepto, la demanda cumplía con los requerimientos mínimos que permitían, aplicando el principio pro actione, proferir un fallo de fondo. Indicó, que la demanda si contenía los elementos de juicio suficientes para examinar si en este caso se configuraba una omisión legislativa relativa. Pese a que el actor no afirma explícitamente la existencia de este tipo de omisión, sí sostiene la inconstitucionalidad de los preceptos acusados deviene, no de haber incluido un elemento normativo contrario al ordenamiento superior, sino de haber dejado de preverlo, siendo constitucionalmente necesario. Al mismo tiempo, en la demanda se señalan las razones por las que tal omisión implicaría una infracción al texto constitucional y las consideraciones por las que la inserción del elemento normativo omitido respondía a un deber constitucional del legislador. Según el accionante, los derechos al debido proceso, a la igualdad y de acceso a la administración de justicia exigen otorgar a quien se ha perjudicado por la actuación irregular del abogado, la calidad de interviniente, así como las facultades inherentes a esta condición dentro del proceso disciplinario contra los abogados, por lo que la omisión habría vulnerado los preceptos constitucionales correspondientes. En su criterio, a pesar de que no fueron individualizados los elementos constitutivos de la omisión legislativa relativa, en la demanda si se ponen de presente, aunque utilizando otra categorías conceptuales. Por estas razones, la Corte ha debido entrar a efectuar un examen de los mismos y emitir un fallo de mérito.

Los magistrados Jorge Iván Palacio Palacio, Nilson Pinilla Pinilla y Alberto Rojas Ríos anunciaron la presentación de aclaraciones de voto, referentes al fundamento de la decisión inhibitoria.    
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